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COMPETENCIA. Competencia penal. Competencia material. Juez de Garantías, artículo 41 incisos d) y e) 
del Código Procesal Penal (Ley 7690).  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar al ex Juzgado 
Correccional y de Garantías de Quinta Nominación que continúe interviniendo en autos.  
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, pues el ex Juzgado Correccio-
nal y de Garantías debe continuar interviniendo en la causa en virtud de que el Código Procesal Penal (Ley 
7690) en su artículo 41 establece las competencias del Juez de Garantías y, entre ellas, en sus incisos d) y e), 
les ha otorgado la función de conocer en toda medida restrictiva de la libertad ambulatoria aplicada por impe-
rio del Código Contravencional u otras leyes vigentes siempre que no sean ordenadas en el marco de un pro-
ceso penal, y la de controlar las condiciones de detención, el plazo y la razonabilidad de las medidas ejecuta-
das por la Policía de la Provincia en virtud del art. 10 inc. b) de la Ley 6192.  

Los supuestos previstos en el artículo 41 incs. d) y e) del Código Procesal Penal (Ley 7690), impli-
can un traspaso de específicas competencias que correspondían al Juez de Detenidos y Garantías según Leyes 
7301 y 7504.  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C LÓPEZ, ORLANDO FABIÁN; RAMOS, FACUNDO NICOLÁS; RAW-
SON, TIMOTHY; LUNA, FABIÁN DAVID; ROBERSON, MATÍAS – ACTUACIONES 
ART. 41 INC. D Y E DEL CPP – COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 36.480/13) (Tomo 183: 
115/120 – 11/noviembre/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 16 por el Sr. Juez de Corte Dr. Gustavo 
Adolfo Ferraris para intervenir en autos. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca violencia moral fundada en razo-
nes de decoro y delicadeza para intervenir en la causa, con motivo de que el abogado defensor del imputado 
formuló recusación con causa en su contra en otros autos donde se admitió la exusación, porque ello encuadra 
en la causal prevista en el artículo 51, inciso 13 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modifica-
torias). 
        Para valorar y juzgar sobre la procedencia de una excusación por razones de decoro y delicadeza, 
deben exponerse en cada caso concreto las causas que se invocan como único modo de analizar si éstas son 
aptas para perturbar la imparcialidad y ecuanimidad del magistrado puesto que la legítima finalidad es la 
garantía de imparcialidad.  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“MONZO, FACUNDO GONZALO - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” 
(Expte. Nº CJS 36.551/13) (Tomo 183: 91/96 - 11/noviembre/2013) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada por el señor Juez de Corte Dr. Gustavo 
Adolfo Ferraris, para intervenir en autos. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca violencia moral fundada en razo-
nes de decoro y delicadeza para intervenir en la causa, con motivo de que el abogado defensor del imputado 



formuló recusación con causa en su contra en otros autos donde se admitió la exusación, porque ello encuadra 
en la causal prevista en el artículo 51, inciso 13 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modifica-
torias). 
        Para valorar y juzgar sobre la procedencia de una excusación por razones de decoro y delicadeza, 
deben exponerse en cada caso concreto las causas que se invocan como único modo de analizar si éstas son 
aptas para perturbar la imparcialidad y ecuanimidad del magistrado puesto que la legítima finalidad es la 
garantía de imparcialidad.  
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli   CAU-
SA: “C/C MONZO, FACUNDO GONZALO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.430/13) (Tomo 183: 01/04 – 07/noviembre/2013) 
 
HONORARIOS. Recursos de casación y extraordinario federal, pautas. 
CUESTIÓN RESUELTA:  I. REGULAR los honorarios profesionales de los Dres. Norma Estela Flores C. de 
Martínez y Matías Sebastián Adet Figueroa, en forma conjunta, en la suma de $ 7.000 (pesos siete mil) por la 
labor en el recurso de casación y en la suma de $ 2.400 (pesos dos mil cuatrocientos) por su tarea en el recur-
so extraordinario, ambos resueltos en el Expte. Nº CJS 33.771/10. II. REGULAR los honorarios profesionales 
del Dr. Matías Sebastián Adet Figueroa en la suma de $ 1.200 (pesos mil doscientos) por su actuación en el 
recurso extraordinario federal tramitado en el Expte. Nº CJS 31.698/08. 
DOCTRINA: Corresponde regular los honorarios de los abogados que presentaron, en su carácter de letrados 
patrocinantes de los querellantes y actores civiles el informe de los recursos de casación interpuestos y contes-
taron el traslado de los recursos extraordinarios federales deducidos por los condenados, teniendo en cuenta 
las pautas indicativas contenidas en los artículos 31, 4º incisos b), c) y d), y 5º del Decreto Ley nº 324/63, de 
conformidad con lo establecido por los artículos 15 de la Ley 6730 y 1º del Decreto nº 1173/94 y atento la 
remisión dispuesta por el artículo 548 del Código Procesal Penal. Ello implica ponderar el mérito jurídico, el 
valor o importancia del proceso, el resultado obtenido y demás factores de legal cómputo. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas    DOCTRINA: Dra. Galli   CAU-
SA: INCIDENTE DE REGULACIÓN DE HONORARIOS EN EXPTE. CJS 33.771/10 
CARATULADO: “C/C FLORES TORRES, ALFREDO; PLAZA, MARIA ESTELA” 
(Expte. Nº CJS 36.635/13)  (Tomo 183: 645/650 – 20/noviembre/2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Incumplimiento de recaudos previstos en la 
Acordada 11224 de la Corte de Justicia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 20/24 vta. de autos. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado en mérito de lo dispuesto 
en apartado III de la Acordada 11224 de la Corte de Justicia que precisó los recaudos necesarios que deben 
contener los escritos mediante los cuales se interpone la queja en el proceso penal, e impone la desestimación 
del recurso de hecho en los supuestos en que no se cumplan los recaudos allí prescriptos, si en el caso el que-
joso omitió acompañar las copias correspondientes a la resolución de primera instancia y la cédula o constan-
cia de notificación de esa decisión. (Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar y 
Catalano) 
               Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado, si la resolución impugnada no 
es de aquéllas revisables mediante casación e inconstitucionalidad por la Corte, pues no se encuentra expre-
samente prevista en la ley procesal ni causa gravamen de imposible o difícil reparación ulterior.  (Del voto del 
Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “IGARZABAL, ANTONIO - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGA-
DO” (Expte. N° CJS 36.548/13) (Tomo 183: 401/406 – 18/noviembre/2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Incumplimiento de recaudos previstos en la 
Acordada 11224 de la Corte de Justicia. Ausencia de sentencia definitiva, auto de procesamiento y prisión 
preventiva. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado interpuesta a 
fs. 8/9 vta.  
DOCTRINA: La queja es un remedio procesal que habilita el planteo directo de la cuestión ante el tribunal 
competente para conocer la impugnación, lo que implica que debe haberse cercenado la facultad revisora de la 
alzada, extremo que no se cumple si en el caso el interesado accedió plenamente a la jurisdicción, obteniendo 
un pronunciamiento adverso. 
           Si el quejoso omitió acompañar en su presentación las copias de las resoluciones de primera y segunda 
instancia -auto de procesamiento y prisión preventiva- y su confirmación por el Tribunal de Impugnación, 
incumple lo dispuesto en la Acordada 11224 de la Corte de Justicia que precisó los recaudos necesarios que 
deben contener los escritos mediante los cuales se interpone la queja en el proceso penal. 
 La resolución que confirma el auto de procesamiento, no causa estado en el proceso y reviste emi-
nente naturaleza provisional.  



La prisión preventiva cuenta con mecanismos procesales ordinarios destinados a hacer cesar la afec-
tación del derecho a la libertad y, aún quedando firme el procesamiento, la parte dispone de la amplia posibi-
lidad de solicitar en todo momento que se revise la decisión del tribunal acerca de la necesidad que el imputa-
do espere el juicio privado de libertad, por medio del correspondiente planteo excarcelatorio, por lo cual, ante 
la existencia del medio procesal específico para salvaguardar el bien jurídico que es la libertad ambulatoria, la 
casación no aparece como la solución más idónea para los fines de la defensa. (Del voto de los Dres. Vittar, 
Kauffman, Catalano, Cornejo, Díaz y Posadas) 
 Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado, si en la causa se ha cumplido 
con la garantía de doble instancia en virtud de la específica intervención del Tribunal de Impugnación, y se 
trata de un auto eminentemente provisorio que sólo decide llevar adelante el proceso instructorio encausando 
formalmente al imputado, por lo cual, dada su naturaleza no es equiparable a sentencia definitiva al no oca-
sionar un gravamen que sea imposible de ser reparado ulteriormente. 
 La posibilidad de controvertir una decisión como el procesamiento cuando trae aparejada la prisión 
preventiva, está específicamente condicionada por la circunstancia de que el recurrente ponga de manifiesto 
agravios concretos orientados a obtener el cese de la privación de libertad provisional señalando su improce-
dencia o innecesariedad. Ello es así en atención a la naturaleza eminentemente provisoria de ese auto de méri-
to. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz y Posadas)  
TRIBUNAL: Dres. Vitta, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas    DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“MONZO, FACUNDO GONZALO - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” 
(Expte. Nº CJS 36.551/13) (Tomo 183: 97/104 – 11/noviembre/2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Improcedencia. Resolución que otorga la sus-
pensión del juicio a prueba al imputado, dictada en la etapa de investigación penal preparatoria. 
CUESTIÓN RESUELTA:  I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado interpuesta a 
fs. 16/17 vta. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja, porque el recurso de casación intentado contra la resolución 
que otorgó la suspensión del juicio a prueba al imputado, dictada en la etapa de investigación penal preparato-
ria, no resultaba procedente. 

La transitoria conjunción normativa de dos regímenes procesales y la autónoma vigencia de cada uno 
de ellos para actos procesales distintos, debe ser aplicada de un modo que se respete la estructura del proceso 
y los principios de orden sistemático que, proclamados en los preceptos aplicables, surgen de su concreto 
significado y alcance como, por ejemplo, aquéllos que -en ambos ordenamientos normativos- determinan la 
improcedencia de la casación -como vía impugnativa directa- en la etapa preparatoria del proceso penal. 

La Justicia Penal excluye toda posibilidad de aplicar, en el mismo caso, disposiciones "sueltas" con-
tenidas en las dos leyes de naturaleza dinámica que se suceden en el tiempo, o construir un nuevo régimen 
recursivo con partes preceptivas que gozan de coherencia y armonía pero en cada uno de los ordenamientos 
procesales que integran. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: PASTRANA, WALDO ADRIÁN - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENE-
GADO (Expte. N° CJS 36.151/12)  (Tomo 183: 671/676 – 20/noviembre/2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Prescripción de la acción contravencional. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado interpuesta a fs. 
15/17. II. SUSPENDER el trámite previsto en el art. 36 de la Ley 7716 y ordenar al ex Juzgado Correccional 
y de Garantías de Quinta Nominación que se expida sobre la prescripción de la acción contravencional y sub-
sane la resolución dictada sobre el punto con anterioridad.  
DOCTRINA: La queja no es propiamente un recurso y, por ello, carecen de efecto suspensivo tanto la posibi-
lidad de ocurrir en queja como la interposición oportuna, aunque lo tuviera el recurso erróneamente denegado. 
Por lo tanto, su mera interposición no reabre la instancia procesal de grado, lo cual sólo puede ocurrir ante un 
pronunciamiento positivo del Tribunal de casación.  
      Si en la causa debió darse trámite a la casación y a la fecha se ha cumplido el lapso a que se supedita 
la extinción de la acción contravencional, la queja resulta apta para declarar formalmente admisible el recurso, 
aun sin nulidificar la resolución denegatoria, y se debe suspender el trámite del recurso, ordenando al tribunal 
de origen que se expida sobre la prescripción de la acción contravencional y subsane la resolución dictada 
sobre el punto con anterioridad. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano y Ferraris) 
            Corresponde declarar abstracta la cuestión planteada en el recurso de casación, si conforme a las cons-
tancias de la causa, con posterioridad a la interposición de la queja se decidió sobreseer a la imputada por 
haber operado la prescripción de la infracción contravencional. 
           Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir. Ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso 
han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico.  
(Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 



             Si de las constancias obrantes en la causa surge de manera palmaria que al momento de resolver la 
acción ya se encuentra fenecida por el transcurso del tiempo, debe hacerse lugar a un temperamento desincri-
minatorio y en consecuencia, sobreseer a la causante por prescripción de la acción contravencional. 
 El derecho a la tutela judicial efectiva, como garantía esencial del Estado de Derecho, no sólo prote-
ge el derecho al debido proceso, al plazo razonable, a la defensa efectiva, entre otros, sino también a la posibi-
lidad de que el recurso sea posible y genere resultados. 
 El órgano que debe resolver el recurso nunca puede tornarse incierto, sino que debe haber certeza 
efectiva de que se pronunciará, sobre todo cuando fue expresamente determinado por una ley específicamente 
dictada al efecto. 
 No se requiere un texto expreso que autorice la prescripción en materia sancionatoria, lo que es una 
obvia consecuencia del respeto al debido proceso legal, garantía implícita o innominada contenida en nuestra 
Constitución Nacional, garantía que tiende a la protección absolutamente integral de la esfera jurídica del 
individuo. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo    DOCTRINA. Dra. Galli  
CAUSA: “C/C BACHA, PAMELA ANA INÉS - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN 
DENEGADO” (Expte. N° CJS 36.409/13) (Tomo 183: 421/436 – 18/noviembre/2013) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA. Dictado de la resolución que se estimaba demorada. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia presentada a fs. 1. 
DOCTRINA: El remedio de la queja por retardo de justicia tiene por objeto subsanar las demoras en que 
pueden incurrir los tribunales inferiores en el dictado de las resoluciones que corresponda pronunciar en las 
causas a su cargo. 
     Corresponde el rechazo de la queja por retardo de justicia, si el tribunal ha emitido la resolución que 
se estimaba demorada al disponer falta de mérito, con  lo que la situación de la imputada ha sido definida, 
conforme a una de las tres variantes previstas por la ley. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: ALDANA, MARÍA FERNANDA – QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA 
(Expte. Nº CJS 36.577/13) (Tomo 183: 85/90 – 11/noviembre/2013) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA. Dictado de la resolución que se estimaba demorada. 
CUESTIÓN RESUELTA:  I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia interpuesta a fs. 13/14. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por retardo de justicia, si Como consta en el informe perti-
nente el tribunal resolvió la situación procesal del imputado dictando auto de sobreseimiento, por lo cual la 
cuestión ha devenido abstracta. 

El remedio de la queja por retardo de justicia tiene por objeto subsanar las demoras en que pueden 
incurrir los tribunales inferiores en el dictado de las resoluciones que corresponda pronunciar en las causas a 
su cargo. 

Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir. 

El avocamiento que puede solicitarse a la Corte conforme al artículo 156 del Código Procesal Penal 
(texto según Ley 6345 y modificatorias), debe orientarse a lograr el impulso en actuaciones cuyo trámite se 
encuentra detenido, o a propiciar un emplazamiento para el dictado de resoluciones atrasadas. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: GALARZA, JORGE MARCELINO - QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA 
(Expte. Nº CJS 36.587/13)  (Tomo 183: 301/304 – 13/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Contravención; sanción impuesta por el Jefe de Policía; prescripción de la 
acción contravencional; suspensión del trámite del recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación interpuesto a fs. 37/38 vta.II. 
ORDENAR que bajen los autos al tribunal de origen a fin de que se expida sobre la prescripción de la acción 
contravencional. 
DOCTRINA: Si en la causa la acción posiblemente se encuentra prescripta, corresponde suspender el trámite 
del recurso deducido contra la resolución que al rechazar la apelación, confirma la sanción impuesta por el 
Jefe de Policía, y ordenar que bajen los autos al Juzgado de origen a fin de que, en forma previa, se expida 
sobre la vigencia de la acción contravencional. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Ferraris y Posadas) 
          Corresponde dictar el sobreseimiento, si de las constancias de la causa surge que la acción ya se en-
cuentra fenecida por el transcurso del tiempo pertinente para que opere la prescripción de la acción contra-
vencional.          
          En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe imperar, sin hesi-
tación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido proceso legal. (Del voto del 
Dr. Cornejo) 
         Es formalmente inadmisible el recurso de inconstitucionalidad deducido contra la resolución que con-
firma la sanción impuesta por Jefatura de la Policía, si no media un concreto planteo de arbitrariedad. (Del 
voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 



TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C VÁZQUEZ, MARÍA GREGORIA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº JS 36.388/13) (Tomo 183: 121/138 – 11/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Contravención; sanción impuesta por el Jefe de Policía; prescripción de la 
acción contravencional; suspensión del trámite del recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite de los recursos deducidos a fs. 39/ 42 y 49 y vta. II. 
ORDENAR que bajen los autos al tribunal de origen a fin de que se expida sobre la vigencia de la acción. 
DOCTRINA: Si en la causa la acción posiblemente se encuentra prescripta, corresponde suspender el trámite 
del recurso deducido contra la resolución que al rechazar la apelación, confirma la sanción impuesta por el 
Jefe de Policía, y ordenar que bajen los autos al Juzgado de origen a fin de que, en forma previa, se expida 
sobre la vigencia de la acción contravencional. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Posadas y Vittar) 
          Corresponde dictar el sobreseimiento, si de las constancias de la causa surge que la acción ya se en-
cuentra fenecida por el transcurso del tiempo pertinente para que opere la prescripción de la acción contra-
vencional.          
          En la mixtura de la revisión recursiva judicial de las contravenciones policiales, debe imperar, sin hesi-
tación alguna el principio de la doble instancia, como garantía esencial del debido proceso legal. (Del voto del 
Dr. Cornejo) 
           Es formalmente inadmisible el recurso de inconstitucionalidad deducido contra la resolución que con-
firma la sanción impuesta por Jefatura de la Policía, si no media un concreto planteo de arbitrariedad. (Del 
voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: C/C LEIVA, LUCAS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 36.300/13)  
(Tomo 183: 955/972– 20/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual simple agravado por la convivencia, víctima menor de 
edad; valor de la declaración de la víctima; certeza para condenar; violencia de género; interés superior del 
niño. Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 310/314.  
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de abuso sexual simple agra-
vado por la situación de convivencia, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado que realizó tocamientos en las 
partes pudendas de la menor, aprovechándose de la circunstancia de la convivencia ya que es concubino de la 
madre y reside en su casa, al ponderar que los dichos de la víctima resultan elocuentes y desacreditan la nega-
tiva puesta de manifiesto por el prevenido, toda vez que pudo apreciar la coherencia y el mantenimiento de la 
versión dada por la menor en el transcurso del proceso, sin signo alguno de mendacidad, relato que fue con-
firmado frente su tía a quien tuvo por confidente, y a su madre, como el contexto de hechos sucesivos en 
contra de la integridad sexual de la menor, siendo verosímil el aumento de intensidad y gravedad en las accio-
nes del denunciado a través del tiempo.  

La agravante por haber sido cometido el abuso sexual contra un menor de 18 años aprovechando la 
situación de convivencia preexistente, tiene como fundamento las facilidades que le otorga al imputado la 
situación de cercanía y la relación de confianza con la víctima y el aprovechamiento que hace de ello. 
 La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente 
desprovisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia de tal naturaleza 
determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debili-
dad de la evidencia, aún de la incorporada de oficio o a pedido de la parte acusadora, frustraran la posibilidad 
de una sentencia justa. Sin embargo, la viabilidad de un pronunciamiento contrario al acusado requiere un 
convencimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incriminantes por 
sobre los que revisten carácter neutro o favorable al encausado.  
 Es justa la pena impuesta al acusado cercana al mínimo de la escala punitiva aplicable, si no se apre-
cia en ella arbitrariedad, y además, si bien el artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos establece el derecho de toda persona declarada culpable a que el fallo condenatorio y la pena que se le 
hubiese impuesto sea objeto de revisión por un tribunal superior, la citada norma, de jerarquía constitucional, 
no exime a la defensa de efectuar una crítica concreta y motivada relativa al modo en el que el "a quo" efectuó 
el encuadramiento jurídico del caso. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar y Cata-
lano) 
 La Convención de Belem do Pará que desde un abordaje que dimensiona la violencia de género co-
mo un problema social, de tipo estructural en nuestras sociedades aún fuertemente sexistas, define la violencia 
hacia las mujeres y niñas como una violación a los derechos humanos de aquellas, cuya persistencia condicio-
na el potencial de crecimiento de la sociedad toda.  
      Tanto la Convención Americana de Derechos Humanos (art. 19) como la Convención Internacional 
sobre los Derechos del Niño (C.D.N.) demandan al Estado un plus de protección, precisamente requerido en 
función de la edad de quien aún no ha alcanzado los 18 años de vida, por colocar esta condición etaria, en 
situación de mayor vulnerabilidad a la persona en desarrollo, respecto de sus posibilidades de autovalimiento, 
autodeterminación y autoprotección.  



 Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la dignidad como sujetos de derecho y de personas 
en desarrollo; a no ser sometidos a trato violento, discriminatorio, vejatorio, humillante, intimidatorio; a no 
ser sometidos a ninguna forma de explotación económica, torturas, abusos o negligencias, explotación sexual, 
secuestros o tráfico para cualquier fin o en cualquier forma o condición cruel o degradante. Las niñas, niños y 
adolescentes tienen derecho a su integridad física, sexual, psíquica y moral. 
 En el marco de la normativa vigente en nuestro país desde marzo de 2009, el abuso sexual debe ser 
entendido y abordado como una forma de violencia sexual. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
         En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para desentrañar lo 
verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilinamente dado que tal 
es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar hurtadillas precisamente para no ser 
descubiertos. Los abusadores, los violadores o los ultrajadores tienen en común dos características: operar 
sobre la víctima desprevenida y elegir el momento del ataque, cuando nadie puede percatarse de su abyecto 
cometido.  
 El tipo básico es el abuso sexual con fuerza o intimidación, esto es, la agresión sexual, que exige en 
principio una relación corporal directa entre el sujeto activo y pasivo, de modo que son típicos los actos de 
tocamiento en las partes pudendas, sin el consentimiento de la víctima, la manipulación sexual sobre su cuer-
po, tanto del tercero como la obligación al sujeto al pasivo a que lo haga el mismo. También es agresión 
sexual obligar a la víctima a que realice actos de este tipo sobre el cuerpo de terceros.  
 Lo que se protege es la libertad, que constituye la reserva sexual de la víctima, que el autor viola 
atacando su pudor individual. 
 Corresponde calificar la conducta del imputado como abuso sexual simple de una menor en los 
términos del artículo 119 del Código Penal, primer párrafo, si se acredito que su intención tendía a desahogar 
sus propias apetencias sexuales.   
 El concubino de la madre de la víctima se encuentra atrapado por la calificante del artículo 119 
párrafo 4to. inciso b) del Código Penal, cuando actúa como jefe del hogar respecto de los hijos menores de su 
concubina dada su condición de encargado de la guarda, también llamado guardador. En la guarda se halla 
implícito el deber moral de asumir el amparo físico y moral del menor, que se entrega con la confianza de que 
habrá de ser resguardado debidamente. 
            Las reglas de la experiencia común que deben gobernar la apreciación de la prueba, indican que de 
ordinario la comparecencia ante la justicia para exponer un ataque a la libertad sexual, supone de parte de la 
víctima una situación traumática que, en principio, puede ser vencida a partir del impulso de que se haga 
justicia, de allí que quien pretenda que son otras las motivaciones con que se conduce quien se dice afectado 
por el hecho, debe ponerlas de manifiesto.  
 El principio del interés superior del niño consiste en la máxima satisfacción integral y simultanea de 
sus derechos y garantías. Cuando exista conflicto entre los derechos e interés del niño frente a otro derecho e 
interés igualmente legítimo, prevalecerán los primeros.  
 La determinación de la pena realizada por los jueces implica su individualización al delito y al delin-
cuente de que se trata, es un procedimiento de adaptación de la pena legal al caso concreto. (Del voto del Dr. 
Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo   DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C TORRES, HÉCTOR ORLANDO - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.791/12) (Tomo 183: 465/488 – 18/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de acción privada, querella. Perención de instancia, actos que inte-
rrumpen el plazo de caducidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto por la defensa a fs. 
63/68 vta. Con costas. 
DOCTRINA: La resolución que declara la perención de instancia se ajusta a derecho, si el tribunal tuvo por 
desistida la acción ante la inactividad procesal del querellante y su letrado patrocinante durante el plazo fijado 
por el artículo 433 inciso 1º del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 

En los delitos de acción privada el ofendido tiene el derecho y la carga de promover y ejercitar la ac-
ción penal y, siendo su ejercicio voluntario, una vez ejercida puede renunciarse. La parte que querella debe 
mantener viva la acción, ya que de lo contrario, transcurrido el plazo legal, procede la declaración de caduci-
dad.  
 A los fines de la interrupción del plazo de caducidad tienen eficacia no sólo los actos de las partes 
sino también los del tribunal y sus auxiliares, en tanto se revelan para demostrar que el proceso continúa vivo. 
(Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris, Kauffman y Posadas) 
       En los juicios que se promueven por delitos de acción privada la parte que querella debe mantener 
viva la acción, ya que de lo contrario, transcurrido el plazo legal, procede la declaración de caducidad.  

La resolución que declara la caducidad de instancia se encuentra plenamente ajustada a derecho, si 
está debidamente corroborado que ha transcurrido el plazo pertinente por falta de impulso de la acción. (Del 
voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “QUERELLA POR CALUMNIAS E INJURIAS CONTRA RUSSO, RUBÉN 



JOSÉ PRESENTADA POR LUCIANO ALBERTO CASTELUCHI –RECURSO DE CA-
SACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.263/13) (Tomo 183: 895/904 – 20/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de amenazas y de desobediencia judicial, carácter formal; violencia 
doméstica; violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 188/191 vta.  
DOCTRINA: La sentencia cuenta con una motivación suficiente de acuerdo a las reglas de la sana crítica 
racional, si el tribunal efectuó la adecuación legal a la figura de amenazas al comprobar la conducta intimi-
dante y seria, y ponderó la relevancia del hecho al considerar que el acusado no incurrió en un exceso de len-
guaje que no deba ser evaluado como delictivo, sino que las amenazas fueron vertidas en un contexto de vio-
lencia familiar propio de una relación sentimental malograda, signada por la presencia constante de malos 
tratos y de violencia verbal, física y psicológica, donde de la denunciante describió con precisión las circuns-
tancias de modo, tiempo y lugar en que se consumara el delito.  
        El delito de amenazas requiere que con voluntad libre se ejecuten actos tendientes a alarmar o infun-
dir temor en la víctima, aun cuando los dichos se vertieran en el acaloramiento de una riña o en una situación 
de ofuscación análoga. El dolo del delito de amenazas es compatible con la subjetividad de quien anuncia un 
mal futuro después de protagonizar un altercado violento, pues no es un recaudo indispensable para su exis-
tencia que el autor quiera la conducta intimidante desde un plano de serenidad. 
 Es responsable del delito de desobediencia judicial el acusado, si incumplió la prohibición de acer-
camiento al domicilio de los hechos emanada de una orden judicial dispuesta por la autoridad competente de 
no acercarse a la víctima y abstenerse de amenazarla y de ejercer sobre ella cualquier acto de violencia física, 
verbal, psíquica o moral. 
            Comete el delito de desobediencia judicial la persona alcanzada por distintas órdenes de restricción 
de acercamiento personal que desoyó dicho mandamiento. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Díaz y 
Kauffman) 
           La conducta del imputado, en tanto amenazó a la madre de su hijo y violó la prohibición de acerca-
miento dispuesta por orden judicial poniendo así en riesgo la vida y la integridad física y psicológica de su ex 
pareja, es una cuestión frente a la cual la justicia no puede permanecer al margen, pues la violencia de género 
constituye ya un flagelo que conmueve a la comunidad internacional en su conjunto, dentro de la cual la nues-
tra no está al margen, resultando alarmantes los niveles de violencia doméstica y también de femicidios.  
 La violencia no depende sólo de la convivencia, sino del sentimiento de posesión y dominio que 
puede darse aún en relaciones ya inexistentes, a causa de la separación de hecho, pero que mantienen el clima 
de dominio y subordinación característico de la violencia de género. 
 La violencia doméstica se entronca con la propia naturaleza de las relaciones familiares, que por sus 
características de subordinación y dependencia favorecen la posición de dominio de los miembros más fuertes 
sobre los más débiles. 
 Es violencia de género todo acto de violencia física y psicológica, incluida la agresión a la libertad 
sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de la libertad.  
 La gravedad del maltrato habitual y las amenazas que se vierten en un contexto de violencia familiar 
reside en el riesgo cierto y directo para la vida e integridad que se deriva de ese clima permanente de violen-
cia, como demuestran los estudios sobre el “ciclo de la violencia” como estado de aumento progresivo de la 
intensidad y frecuencia, por lo que se hace imprescindible visualizar las futuras conductas del agresor como 
riesgo futuro de violencia habitual o incluso de muerte. 
           No se puede confundir el primer acto de violencia con la primera denuncia, desconociendo que en la 
realidad, salvo casos de una primera agresión muy intensa, la mujer no se decide a denunciar hasta que la 
violencia adquiere un carácter habitual difícilmente soportable. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
              Corresponde absolver al acusado, por el principio de la duda, si la sentencia no cumple con las pautas 
de motivación con las que debe contar una decisión de tal naturaleza, en razón de que la prueba incorporada 
durante el debate no transmite la seguridad y certeza requeridas para condenar, pues la valoración exclusiva 
de la declaración del presunto sujeto pasivo resulta insuficiente para destruir el estado de inocencia del acusa-
do, máxime ante su negación del hecho denunciado y que no existen testigos de cargo que permitan arribar a 
la verdad real exigida en esta etapa del proceso, fuera de la denunciante.  
           El debido proceso exige la observancia de las formas sustanciales del juicio relativas a la acusación, 
defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales.   
 Al tribunal de juicio le está vedado remitirse simplemente a los términos del requerimiento formula-
do por el fiscal para dar sustento a una condena, debiendo en todo caso llegar a valoraciones y a conclusiones 
propias acerca de la hipótesis referida en la acusación.  
 La incertidumbre no exige convicción sobre la inocencia del imputado, pues en materia criminal se 
debe aplicar en toda su extensión la máxima “onus probandi incumbit actori” exigiéndose al acusador una 
demostración plena y completa de la culpabilidad del acusado. 
 La condena se ha pronunciado con violación del principio “in dubio pro reo”, si a las resultas del 
juicio no existían elementos suficientes para acreditar de manera certera la conducta típica sobre la que versó 
la imputación. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y Ferraris)  



TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C SOTO, JORGE ALBERTO - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
35.988/12) (Tomo 183: 787/808 – 20/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de estelionato; validación de la prueba, sana crítica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 450/455 vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de estelionato, si el tribunal de juicio ha valorado 
las pruebas existentes conforme a las reglas de la sana crítica, de las que surgen elementos incriminantes sufi-
cientes que permiten arribar a la certeza de que uno de los acusados ha sido parte activa en la maniobra de-
fraudatoria, al haber vendido como propio un vehículo automotor mediante boleto de compraventa y recibido 
una importante suma de dinero de parte del representante de una Fundación, sin expresarle que el mismo 
estaba registrada a nombre de un tercero y que se encontraba inhibido; y la coimputada, titular responsable de 
la Agencia de Autos Usados, por haber participado en la operación, actuando ambos acusados en forma con-
junta y con pleno conocimiento de la situación engañosa.  
 El delito de estelionato, previsto en el artículo 173, inciso 9º del Código Penal, consiste en una dispo-
sición discrecional de la cosa, a sabiendas de que es ajena. Esta figura demanda que el sujeto activo enajene, 
con las formalidades exigidas por la ley, la propiedad de una cosa mueble o inmueble por un precio, callando 
la condición ajena del bien como si ella no existiera o fuera distinta. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C LEANDRAS, DANIEL; MIGUEL, ELSA – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 35.970/12) (Tomo 183: 451/464 – 18/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio agravado por el uso de arma, falta de secuestro del arma, 
principio de liberad probatoria; exceso en la legítima defensa; inmediación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 1089/1094 y 
1105/1153.    
DOCTRINA: La sentencia que condena al acusado como autor del delito de homicidio agravado por el uso de 
arma cumple con las exigencias de debida motivación, si la ponderación del cuadro probatorio y las razones 
que fundan la condena cuestionada no contienen defectos ni merecen objeciones, en tanto la comisión del 
hecho y la participación de los imputados surge de una apreciación integral y equilibrada de las constancias de 
la causa que es acorde a las reglas de la lógica, la psicología y la experiencia común.   
 En el proceso penal rige el principio de libertad probatoria y si bien el secuestro del arma de fuego es 
una prueba de gran valor para afirmar ese aspecto del hecho investigado, su empleo puede ser tenido como 
cierto siempre que existan elementos suficientemente aptos para afirmarlo, por lo cual, en la causa tal circuns-
tancia calificante resulta indubitable si al examinar el cuerpo del extinto y determinar la causa de muerte se 
verificó la existencia de distintos orificios, tanto de entrada como de salida y se extrajo concretamente un 
elemento metálico compatible con bala de arma de fuego. 
 Es correcta la calificación jurídica dada al hecho probado y debe desestimarse una situación de de-
fensa que propone uno de los acusados, u otra causa de justificación que excluya la ilicitud de su conducta, si 
de acuerdo a los informes psicológicos y psiquiátricos, al momento del hecho no padecían causal alguna que 
haya excluido su conocimiento sobre la criminalidad de sus actos y cometieron el delito con el designo directo 
de matar, en tanto se encaminaron al encuentro de la víctima con el arma de fuego –elemento incuestionable-
mente apto para matar-, la sorprendieron y, a poca distancia, le dispararon a una zona vital.  
 Son justas las penas impuestas a los acusados, si respetan la distinta participación que tuvieron en el 
hecho, responden a la concreta culpabilidad y peligrosidad de cada uno de ellos y, en definitiva, están acordes 
con los parámetros establecidos en los artículos 40 y 41 del Código Penal. (Del voto de los Dres. Posadas, 
Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris y Kauffman) 
            La condena por el delito de homicidio agravado por el uso de arma se ajusta a derecho, si el tribunal 
tuvo por acreditado en grado de certeza suficiente que el acusado, acompañado por otro sujeto descendió 
junto a éste de una motocicleta y le disparó con un arma de fuego de frente a la víctima, quien se encontraba 
sentado en el tronco de un árbol y que falleció al día siguiente a causa de la herida de bala recibida, en base a 
las declaraciones de los testigos, que se condicen con el informe médico de autopsia sobre el cuerpo de la 
víctima y el informe realizado por el técnico en criminalística.  
 El Tribunal de casación no debe subrogar al de juicio avasallando los beneficios de la inmediación 
que da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado asignar crédito o restárselo a una 
prueba producida en la audiencia de debate que la Cámara conoció de manera directa, salvo que su aprecia-
ción aparezca dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o porque 
no se halle acompañada de los debidos fundamentos.  
 Es justa la pena impuesta, si se toma como pauta mensurativa los medios concomitantes para causar 
el resultado.  
 La pretensión de que se aplique la causal de atenuación de exceso en la legítima defensa no puede 
prosperar, si no surge de las pruebas incorporadas al proceso que al momento del hecho haya existido una 
agresión por parte de la víctima hacia los imputados de la cual éstos tuvieran que defenderse, y las declaracio-
nes de los testigos presenciales han sido precisas y concordantes en cuanto a que la víctima recibió el disparo 



cuando se encontraba sentado en un tronco, que el disparo provino de un arma empuñada por el acusado y que 
este último acababa de llegar al lugar en una motocicleta junto con otro sujeto y, además, el cuerpo de la 
víctima no tenía otra lesión que la causada por el proyectil de arma de fuego, pues según el informe médico 
no se constataron lesiones de defensa, ataque o forcejeos. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.    DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C REYNALDES, MARIO EMILIO; SILVERA, FEDERICO DANIEL 
JESÚS – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.108/12) (Tomo 183: 605/620 – 
20/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones. Absolución por el principio de la duda; falta de certeza 
para condenar. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 108/ 114 y, en su méri-
to, dejar sin efecto el punto II de la sentencia de fs. 90 vta./91, cuyos fundamentos obran a fs. 92/96 vta. y 
absolver a Daniel Manuel Santos, de las demás condiciones personales obrantes en autos, del delito de lesio-
nes, en los términos de los arts. 20 de la Constitución Provincial y 4º del C.P.P. –texto según Ley 6345 y 
modificatorias-. 
DOCTRINA: (Mayoría) Corresponde absolver al acusado del delito de lesiones, por el principio de la duda, si 
no puede afirmarse con el grado de certeza necesario para condenar que haya sido quien agredió físicamente 
al menor, pues no obstante el categórico señalamiento acusador del lesionado, su testimonio fue contradicto-
rio al no mencionar en sus primeras declaraciones que el agresor se hallaba en compañía de otros dos policías 
de civil que se limitaron a observar, y al narrar, en un primer momento, que él se encontraba sólo y agregar, 
en una segunda oportunidad, que su madre vio al acusado cuando se produjo el hecho lesionador, el propio 
juzgador reconoce que la madre del menor golpeado no fue testigo presencial de los hechos y que respecto de 
la agresión nocturna no existen testigos presenciales que hayan declarado en el juicio. 
           La falta de certeza, la incertidumbre y la duda resultan un obstáculo insoslayable para el dictado de 
una sentencia condenatoria. 
           El juez, ante un estado de duda, debe adoptar la posición que resulte más beneficiosa para el imputa-
do. 
 En materia penal no puede hablarse de sentencias fronterizas: o se tiene certeza sobre la existencia 
del hecho y la autoría del acusado, o la falta de ese estado en el razonamiento conduce inexorablemente a la 
absolución. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano y Ferraris) 
 (Minoría) La sentencia que condena al acusado por el delito de lesiones cubre debidamente la exi-
gencia de motivación, si con una fundamentación sucinta, pero suficiente, el tribunal tuvo por acreditado que, 
tras un incidente entre el acusado y el menor víctima ocurrido en una cancha de fútbol, esa noche el primero 
interceptó al menor cuando salía de la casa de un amigo y mediante un golpe de puño en el rostro lo hizo caer 
de la bicicleta en la que se desplazaba y en el piso prosiguió la agresión con golpes y patadas, ocasionándole 
distintas lesiones que constan en el certificado médico y además, el valor probatorio del testimonio de la 
víctima ha sido establecido a partir de su percepción directa en el debate, donde pudo el juzgador apreciar la 
claridad y contundencia de sus dichos.  

El principio de libertad probatoria permite que la solidez de un testimonio pueda por sí dar sustento a 
un pronunciamiento condenatorio o servir de base a la demostración en grado de certeza sobre un determina-
do extremo del hecho, siempre que se respeten los principios a que se encuentra supeditada la valoración de la 
prueba y la construcción racional del fallo. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
             En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la libre convicción del juez o sana crítica 
racional indicados por la ley. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elemen-
tos probatorios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o 
desvirtuar la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendi-
miento humano, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna.  
 El daño en el cuerpo de la víctima previsto como resultado del delito de lesiones se encuentra absolu-
tamente probado por el certificado médico que obra en la causa, el cual, al haber sido emitido por el médico 
legal de la Policía de la Provincia, reviste la calidad de instrumento público. 
 La autoría se puede encontrar acreditada en la causa incluso mediando solamente prueba indiciaría, 
en la medida en que las conclusiones deriven necesariamente de ella y su valoración en conjunto, lo que ocu-
rrirá cuando los elementos indirectos de convicción permitan realizar únicamente tales inferencias y no otras. 
(Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C SANTOS, DANIEL MANUEL - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° 
CJS 35.657/12)  (Tomo 183: 905/918 – 20/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones culposas en accidente de tránsito, conducción antirregla-
mentaria de vehículo automotor; peatón. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 172/178. 
DOCTRINA: La acción ejecutada por el acusado resulta la causa adecuada o típica del delito de lesiones 
culposas en accidente de tránsito, si el tribunal de juicio tuvo por probado que embistió a la víctima oca-



sionándole una fractura expuesta de miembro inferior izquierdo al girar con su vehículo automotor en oportu-
nidad en que éste último transitaba por la senda peatonal de la intersección entre una avenida y una calle, en 
base al croquis ilustrativo confeccionado por la preventora y agregado al debate, los informes técnicos, el 
informe de alcoholemia, el dictamen médico y el testimonio de la víctima que, pese a las críticas efectuadas 
en el recurso, cotejado con los restantes elementos de convicción resulta absolutamente apto como prueba de 
cargo.  

El primer deber del conductor consiste en conservar el dominio sobre la máquina que comanda y, por 
lo mismo, todo conductor de un rodado automotor está obligado a permanecer atento a las evoluciones de la 
circulación, en tanto sólo excluyen su culpa aquellas causas invencibles e imprevisibles. (Del voto de los 
Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo y Ferraris)  
 Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de lesiones culposas, si el tribunal 
tuvo por acreditado que en circunstancias que transitaba por una avenida con su automóvil, al querer doblar 
por una calle colisionó al damnificado que iba por la senda peatonal ocasionándole una lesión en el miembro 
inferior izquierdo, y basó su decisión en la declaración del imputado, en las testimoniales y el informe de 
alcoholemia del embistente. 
 En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la libre convicción del juez o sana crítica 
indicados por la ley. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos proba-
torios descriptos por la ley  y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar 
la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento huma-
no, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. (Del voto de los Dres. Kauffman y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C LÓPEZ, SERGIO ARNALDO - RECURSO DE CASACIÓN”     (Expte. 
Nº CJS 36.118/13)  (Tomo  183: 1009/1022 – 20/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones, valoración de la prueba, sana crítica; motivación de la 
sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 269/274. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar por el delito de lesiones, si el tribunal tuvo por acredi-
tado que durante un partido de fútbol amistoso el acusado aplicó en forma deliberada un codazo en el rostro a 
un jugador del equipo contrario que se acercaba a marcarlo desde atrás, produciéndole serias lesiones en la 
zona del pómulo izquierdo, a partir de la declaración de la víctima, del imputado, de testigos presenciales, del 
odontólogo cirujano y los informes médicos que reseñan la magnitud de las lesiones. 

El deber de motivación establecido en la legislación procesal impone que se evalúen todos los ele-
mentos probatorios conducentes, debiendo el juez exponer el modo en que a partir de ellos se llega a una 
determinada conclusión y explicar por qué se hacen prevalecer algunos de esos elementos sobre otros. 
           No puede considerarse inobservado el método de la sana crítica si la selección de la prueba dio moti-
vos a una preferencia y además el tribunal cumple con brindar fundamentos razonables y explícitos, ajustados 
a la lógica, que han comprendido tanto lo atinente a la autoría material como el elemento subjetivo del delito 
de lesiones, y la negación de que pueda considerarse la conducta del acusado como propia y natural de la lid 
deportiva llevada a cabo. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“C/C MONZO, FACUNDO GONZALO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
36.430/13) (Tomo 183: 5/14 - 7/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones; valoración de la prueba, sana crítica, sistema de libertad 
probatoria; violencia doméstica; violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 90/95. 
DOCTRINA: La sentencia cuenta con motivación suficiente, si el tribunal de juicio tuvo por probado que el 
acusado agredió a la damnificada y le produjo las lesiones constatadas en el informe médico, consistentes en 
tumoración en el cuello y hematoma en brazo izquierdo, dando las explicaciones necesarias acerca de que el 
testimonio de la víctima, aun contradictorio y opuesto a la versión original de la denuncia, en general acredita 
la existencia del episodio violento y éste es sustentado por el mencionado certificado médico.  

La circunstancia de que un testigo altere sus manifestaciones a lo largo de la investigación –lo que 
surge en este caso al cotejar un acto preprocesal como es la denuncia con el testimonio prestado en el juicio- 
obliga al magistrado a ponderar con mayor cuidado aquella deposición que resulta procesalmente apta para 
fundar la sentencia y establecer si verdaderamente es valiosa para el esclarecimiento de la verdad real, labor 
que debe efectuarse correlacionándola con los restantes elementos obrantes en la causa. (Del voto de los Dres. 
Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz y Ferraris) 
 Es responsable el acusado del delito de lesiones, si el tribunal tuvo por acreditada la autoría del 
hecho valorando las probanzas en base a la sana crítica racional, la experiencia y la inspección “in visu”, que 
revelan que tanto el imputado como la denunciante mantuvieron una fuerte discusión, que él la sujetó fuerte-
mente del brazo, produciendo lesiones que resultan coincidentes con el certificado médico que constata un 
hematoma en el brazo compatible con golpes de puño, pies u otro elemento romo y duro, que la tumoración 



del cuello es hinchazón producida por algún golpe, con intención de ahorcamiento, y que el hecho se encuadra 
en una situación reiterada de violencia familiar. 
      En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la libre convicción del juez o sana crítica 
indicados por la ley. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos proba-
torios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar 
la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento huma-
no, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna.  
 La violencia doméstica se entronca con la propia naturaleza de las relaciones familiares, que por sus 
características de subordinación y dependencia favorecen la posición de dominio de los miembros más fuertes 
sobre los más débiles. Pero mientras los niños, los ancianos o los incapaces ocupan necesariamente una posi-
ción de partida subordinada y son naturalmente vulnerables, a la mujer es el agresor el que la hace vulnerable 
a través de la violencia. La causa de la violencia contra ellas no procede del vínculo familiar, sino de la dis-
criminación estructural consecuencia de la ancestral desigualdad que proviene de la distribución de roles. 
 Es violencia de género todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las agresiones a la liber-
tad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C PAZ, CRISTIAN JAVIER - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
36.142/12) (Tomo 183: 387/400 – 18/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de portación ilegal de arma de fuego de uso civil; requisitos para la 
consumación de los delitos de tenencia y de portación de armas. Prescripción de la acción. 
CUESTIÓN RESULTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación interpuesto a fs. 106/108. II. 
ORDENAR que bajen los autos al tribunal de origen a fin de que emita un pronunciamiento conforme a dere-
cho, en los términos de los arts. 189 bis inc. 2º 1er. párrafo, 59 inc. 3º, 62 y 67 4to. párrafo del C.P.  
DOCTRINA: Corresponde suspender el trámite del recurso de casación a fin de que se verifique la posible 
prescripción de la acción, si el comportamiento del acusado encuentra adecuación típica en la figura el delito 
de simple tenencia ilegítima de armas de fuego de uso civil y no de portación, de manera que el tribunal de 
juicio debió edificar su convicción condenatoria en torno a aquél delito más leve, según su efectiva compro-
bación, ya fuera de manera directa por obra de la inmediación y de su razonado convencimiento lógico, o bien 
por la vía indirecta y benigna del “in dubio pro reo”. 
           No siendo un requisito típico de la tenencia ilegítima de arma de fuego de uso civil la posibilidad de 
emplearla en perjuicio de terceros, carece de relevancia que, para atribuirlo, se compruebe previamente si en 
el momento en que ésta fue habida en poder de quien carecía de autorización legal, se hallaba en condiciones 
de adecuado funcionamiento. 
 La tenencia de un arma de fuego supone su simple detentación física en poder de un sujeto que la 
tiene bajo su esfera de custodia y con libre disponibilidad de ella, pero sin posibilidad de uso inmediato (por 
hallarse descargada); la portación, en cambio, exige que se tenga el arma cargada o en condiciones de uso 
inmediato. 
 Para que haya portación en sentido técnico-jurídico-penal, o sea tenencia de un arma de fuego carga-
da o en condiciones de uso inmediato, que represente, por ello, un peligro mayor para la seguridad pública, se 
precisa, como condición de tipicidad objetiva, de la efectiva constatación del funcionamiento operativo, aun-
que anormal o deficiente, del arma. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Díaz y Cornejo)  
            Corresponde absolver al acusado si no puede tenerse al hecho imputado como configurativo del delito 
de portación ilegítima de arma de fuego de uso civil, si no se ha probado en la causa la posibilidad de usar el 
arma en forma inmediata y sin la necesidad de cargarla previamente y tampoco se comprobó que el arma haya 
sido apta para disparar o, lo que es lo mismo, para producir el peligro a la seguridad pública que el tipo exige. 
        La simple tenencia de armas de fuego de uso civil es un delito doloso, de comisión y de peligro abs-
tracto y la probabilidad de daño debe entenderse como la situación real en que la integridad de los bienes y las 
personas se halla exenta de soportar situaciones peligrosas que la amenacen, por lo cual, la conducta de señor-
ío o dominio debe recaer sobre un arma que esté en condiciones de ser disparada, con aptitud para poner en 
peligro la seguridad común. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman y Catalano) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C MANSILLA, AGUSTÍN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.814/11) (Tomo 183: 407/420 – 18/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de armas; arma impropia; coautor; sis-
tema de libertad probatoria; inmediación. 
CUESTION RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1493/1504. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado como coautor del delito de robo calificado por el 
uso de armas, si el tribunal ha valorado el material probatorio con criterio racional y de forma particularizada, 
en un contexto integrador que permitió fijar la verdad histórica de lo acontecido, su autoría y su calificación 
típica, otorgando al fallo una base suficiente y legal. 

En nuestro sistema procesal rigen el sistema de la libertad probatoria y el de libre convicción del juez 
o sana crítica racional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos 



probatorios descriptos en la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o des-
virtuar la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento 
humano, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. 

El Tribunal de casación no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la inmediación 
que da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado asignar crédito o restárselo a una 
prueba producida en la audiencia de debate que el tribunal de juicio conoció de manera directa, salvo que su 
apreciación aparezca dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o 
que no se halle acompañada de fundamento alguno. (Del voto de los Dres. Cornejo, Posadas, Vittar, Catala-
no, Díaz, Ferraris y Kauffman) 
             El agravante del artículo 166 inciso 2º, primer supuesto del Código Penal contempla tanto los objetos 
destinados para la ofensa y la defensa, aunque sean usados impropiamente –armas propias- como los objetos 
no construidos como armas propias cuyo modo de empleo los convierta en armas por aumentar el poder vul-
nerante –armas impropias. 

Son armas impropias los objetos que, no obstante no haber sido construidos o destinados específica-
mente al ataque o la defensa, su estructura material y la forma en que se los emplea, les otorga el poder ofen-
sivo necesario como para intimidar a las personas contra quienes se utiliza o para poner en peligro la integri-
dad personal o la vida de éstas, disminuyendo o anulando sus posibilidades defensivas. 

El acometimiento armado o la exhibición amenazante de un cubierto de mesa con punta filosa, como 
es un “tenedor” en el momento propiamente ejecutivo del robo se compadece plenamente con un concepto 
lato de arma impropia y se adecua a la descripción típica del robo con armas. 

Para que exista robo agravado por el empleo de armas, deben reunirse dos requisitos: uno es el efecto 
intimidante en la víctima y el otro que ese efecto tenga un correlato real, en cuanto se ha corrido verdadero 
riesgo de que el arma sea empleada como tal. 

La coautoría abarca a los que cometen actos típicamente consumativos y a quienes cumplen otros 
que ayudan o complementan dichos actos. Requiere, subjetivamente, el ánimo de obrar en común, mientras, 
objetivamente, el coautor puede intervenir en forma igual a otros sujetos o por una división de funciones.   

Aun cuando uno solo de los intervinientes en el robo haya utilizado efectivamente un arma, corres-
ponde aplicar a todos ellos la agravante del artículo 166 inciso 2º, primer supuesto del Código Penal, ya que 
todos se prevalieron de esa situación y convergieron intencionalmente en el modo de realización de la empre-
sa criminal. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris, Kauffman    DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: C/C CORIMAYO, JOSÉ MARCOS ANTONIO; LÓPEZ, FEDERICO RICAR-
DO; NAVARRO, JOSÉ DAVID; AGUIERREZ, JOSÉ NICOLÁS – RECURSO DE CA-
SACIÓN (Expte. Nº CJS 35.650/ 12) (Tomo 183: 263/274 – 13/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de arma, tentativa. Individualización de 
la pena. 
CUESTION RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 229/230 vta. y, en su 
mérito, modificar la pena dispuesta en la sentencia de fs. 189, cuyos fundamentos obran a fs. 211/216 vta., e 
imponer a Fernando Pastrana la pena de cuatro años, cinco meses y diez días de prisión (art. 166 inc. 2º, 1er. 
supuesto, 1er. párrafo del C.P., en función del art. 44, 1er. párrafo del mismo Código).  
DOCTRINA: Corresponde calificar el hecho como robo calificado por el uso de arma de fuego apta para el 
disparo en grado de tentativa, si el acusado amenazó con un arma de fuego cargada y operativa al chofer del 
colectivo en miras de concretar un robo, pero tal empresa criminal se vio frustrada por la oportuna interven-
ción de terceros, es decir por razones ajenas a la voluntad del autor. 
      La escala penal aplicada en la sentencia resulta excesiva y desproporcionada si en el caso el delito de 
robo no ha alcanzado el grado de consumación, sino que se verifica en su forma incompleta o imperfecta, es 
decir, en grado de tentativa, por lo cual se deben aplicar los principios contenidos en los artículos 42 y 44 del 
Código Penal y reducir la escala disminuyéndola en un tercio en su mínimo y en la mitad de su máximo. (Del 
voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris y Kauffman)  

El juez, al aplicar la ley, por imperio constitucional y como garantía de justicia, no debe exceder el 
máximo de pena previsto para el delito pero tampoco, transgredir el mínimo.  

La escala penal del delito establece un parámetro para la individualización de la pena que sólo puede 
ser fijada teniendo en cuenta cuál es el mínimo y cuál es el máximo pues sólo en esa relación puede continuar 
reflejando la importancia de la contrariedad del derecho que ha implicado el hecho.  
      Corresponde modificar la pena fijada en la sentencia, si  no guarda congruencia con la calificación 
del delito por el cual el tribunal de juicio condenó al acusado. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C PASTRANA, FERNANDO - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
36.338/13) (Tomo 183: 769/782 – 20/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Excarcelación; plazo razonable de duración del proceso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 18/20 vta. II. OR-
DENAR que la ex Cámara Cuarta en lo Criminal fije fecha para audiencia de debate de manera inmediata. 



DOCTRINA: Se ajusta a derecho la resolución que deniega el beneficio de excarcelación que el acusado 
solicita por no haberse concretado el debate dentro de los dos años fijados como plazo razonable de duración 
del proceso, si el tribunal se ha fundado en que el plazo que lleva de detención no resulta irrazonable aten-
diendo a la complejidad de la causa y los incidentes presentados por las defensas técnicas de los acusados que 
evidencian que la actividad jurisdiccional no ha incurrido en omisiones caprichosas susceptibles de ser atri-
buidas para considerar la irrazonabilidad del plazo para ser juzgado. 

El concepto de plazo razonable se relaciona con la gravedad del delito y los elementos fácticos de la 
causa, por lo cual el mismo no es pasible de ser establecido “a priori” y en abstracto. 

La excarcelación de los detenidos no puede ser concedida sobre el plano de una simple consideración 
cronológica de años, meses y días, y queda el concepto de plazo razonable sujeto a la apreciación de la grave-
dad de la infracción, en cuanto a los efectos de establecer si la detención ha dejado de ser razonable. (Del voto 
de los Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz y Ferraris). 
             Es acertada la resolución que rechaza el pedido de excarcelación, si la complejidad de la causa y sus 
circunstancias particulares permiten afirmar que no se ha producido la extinción de la acción penal ni se ha 
violentado en forma indebida la garantía de la duración razonable del proceso. 

La duración razonable del proceso es una garantía constitucional (P.I.D.C.P. 14.3.c y C.A.D.H. art. 8º 
inc. 1º –cfr. art. 75 inc. 22 de la Const. Nac.) que surge de la dignidad de la persona humana, del derecho de 
defensa, del principio de inocencia, del objetivo constitucional de afianzar la justicia, del debido proceso y de 
la garantía de imparcialidad del tribunal. 

El derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas debe establecerse en cada caso, según sus particula-
res circunstancias, en función de las concretas y reales posibilidades de impulsión del proceso y de las demo-
ras razonables que el trámite de la causa pudiera acarrear. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, 
Cornejo, Díaz y Ferraris). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: C/C BAIGORRIA, JULIO CÉSAR – INCIDENTE DE EXCARCELACIÓN – 
RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 36.506/13) (Tomo 183: 305/318 – 
14/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal, actos interruptivos, comisión de otro delito, 
necesidad de contar con informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 124/126 vta. II. 
ORDENAR que bajen los autos al tribunal de origen a fin de que proceda a constatar, mediante los informes 
actualizados del R.N.R., la existencia o no de una sentencia condenatoria por otro delito que haya interrumpi-
do la prescripción de la acción penal, y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: Si en la causa la acción penal podría encontrarse prescripta por el transcurso del plazo pertinen-
te, corresponde suspender el trámite del recurso de casación con el fin de que se verifique si el acusado ha 
cometido o no otro delito que interrumpa dicho plazo, mediante informes actualizados del Registro Nacional 
de Reincidencia. (Del voto de los Dres. Kauffman  y Vittar) 
                  No corresponde revocar la resolución que rechaza el pedido de sobreseimiento por prescripción de 
la acción penal, si al momento de resolver el tribunal la acción no se encontraba prescripta; sin perjuicio de 
ello, si en la actualidad ya se cumplió el plazo prescriptivo, corresponde que bajen los autos al juzgado de 
origen a fin de que proceda a constatar, mediante los informes actualizados del Registro Nacional de Reinci-
dencia la existencia o no de una sentencia condenatoria por otro delito que haya interrumpido ese plazo. (Del 
voto de los Dres. Posadas, Catalano, Cornejo, Díaz y Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CARO, NÉSTOR ALFREDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.129/12)  (Tomo 183: 727/734 – 20/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento erróneamente dispuesto por cumplimiento de las reglas de 
conducta de la suspensión del juicio a prueba. Prescripción de la acción penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 91/92 vta., y en su 
mérito, ordenar que bajen los autos al tribunal de origen que dicte resolución de conformidad a lo establecido 
en el presente. 
DOCTRINA: Corresponde revocar la resolución que declara la extinción de la acción por cumplimiento de las 
reglas de conducta impuestas al conceder la suspensión del juicio a prueba, si de las constancias de la causa 
surge que el tribunal no se pronunció oportunamente sobre ello y cesó el efecto indicado en el segundo párra-
fo del artículo 76 ter del Código Penal; entonces, cumplido el término de prescripción de la acción, el sobre-
seimiento dictado lo es por prescripción de la acción penal.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C ARIAS, JORGE ANTONIO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 36.477/13)  (Tomo 183: 827/834 – 20/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento erróneamente dispuesto por cumplimiento de las reglas de 
conducta de la suspensión del juicio a prueba. Prescripción de la acción penal. 



CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 207/ 208 vta., y en su 
mérito, ordenar que bajen los autos al tribunal de origen para que dicte resolución de conformidad a lo esta-
blecido en el presente. 
DOCTRINA: Corresponde revocar la resolución que declara la extinción de la acción penal por cumplimiento 
de las reglas de conducta impuestas al conceder la suspensión del juicio a prueba, si de las constancias de la 
causa surge que el tribunal no se pronunció oportunamente sobre ello y cesó el efecto indicado en el segundo 
párrafo del artículo 76 ter del Código Penal; entonces, cumplido el término de prescripción de la acción, el 
sobreseimiento dictado lo es por prescripción de la acción penal.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CÉSPEDES, MARIBEL ALICIA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 36.275/13) (Tomo 183: 177/184 – 12/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; necesidad de valorar las circunstancias parti-
culares del caso; violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 28/29. 
DOCTRINA: Es acertada la resolución que deniega el beneficio de la suspensión del juicio a prueba, si en el 
caso surge como posible una situación de violencia de género suscitada entre el imputado y la víctima, por lo 
cual, a pesar de reunir el acusado las condiciones formales exigidas por la ley, existe un impedimento de valor 
supralegal impuesto por la Convención de Belem do Pará y la Ley 26485 de protección integral para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interper-
sonales, instrumentos sobre los que el Estado argentino asumió el deber de velar por su cumplimiento.  
 La suspensión del juicio a prueba resulta inconciliable e incompatible con el deber del Estado de 
prevenir, sancionar, reparar y erradicar toda violencia contra la mujer. (Del voto de los Dres. Kauffman, Díaz, 
Cornejo, Posadas, Vittar, Catalano y Ferraris)  
 En virtud del carácter provisorio que informa a las resoluciones anteriores a la sentencia definitiva, 
los jueces pueden concluir en la necesidad de celebrar el juicio oral y público a efectos de adquirir la certeza 
necesaria sobre el hecho, sus particularidades de comisión, su calificación definitiva y el reproche penal que 
concretamente cabría imponer.  
 Es fáctica y jurídicamente válida la resolución que deniega al acusado el beneficio de la suspensión 
del juicio a prueba, si el tribunal valoró la calidad del hecho investigado y las particulares circunstancias de 
comisión consignadas en el acto acusatorio y concluyó en la necesidad de celebrar el debate. (Del voto de los 
Dres. Posadas, Vittar, Catalano y Ferraris)   
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C GOYTEA, FERNANDO RAMÓN – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO 
A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 36.529/13) (Tomo 183: 883/894 – 
20/noviembre/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, revocación del beneficio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 75/76 vta.  
 DOCTRINA: Es acertada la resolución que revoca el beneficio de la suspensión del juicio a prueba, 
si conforme surge de los informes de la Secretaría de control el acusado no ha dado cumplimiento a las medi-
das dispuestas al obtener el beneficio, además de haberlcitado y notificado, sin respuesta alguna, a lo que se 
suma que el Estado fue tolerante en otorgarle el beneficio de la suspensión del juicio a prueba, dejando de 
lado el deber sancionar una conducta llevada a cabo con violencia contra una mujer, subsumida en el concep-
to patriarcal de dominación-sometimiento.  
       El otorgamiento de la suspensión del juicio a prueba resulta de carácter personal, por lo cual es el 
mismo probado quien debe actuar con diligencia en el marco de las reglas de conducta ordenadas, procurando 
no evadir las citaciones judiciales de las que sea notificado, con la finalidad de afianzar el compromiso asu-
mido que conlleva el beneficio otorgado, sin que ello implique el olvido de la existencia de una causa en su 
contra. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
             Procede la revocación del beneficio de la suspensión del juicio a prueba, si conforme surge del infor-
me de la Secretaría de Suspensión del Juicio a Prueba el compromiso nunca fue cumplido, el acusado no 
acreditó que se haya reparado el daño en la medida ofrecida y no compareció a las citaciones debidamente 
cursadas, por lo cual su conducta del acusado reúne el carácter persistente que exige el artículo 27 bis del 
Código Penal (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar y Díaz)  
           El cumplimiento de las reglas de conducta que refiere el artículo 76 ter, 4to. párrafo del Código Penal, 
constituye uno de los requisitos imprescindibles para la vigencia del beneficio de la suspensión del juicio a 
prueba y la posterior extinción de la acción penal.  
           Cuando exista una manifiesta voluntad del autor de sustraerse al plan de conducta establecido, y ante la 
continuidad y persistencia del quebrantamiento, el juzgador está facultado para ordenar la revocación de la 
suspensión del juicio a prueba. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y Ferraris)  
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C FLORES, JORGE LUIS - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.986/12) (Tomo 183: 15/24 – 7/noviembre/2013) 



 
RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD. Suspensión del juicio a prueba; delitos 
con pena de inhabilitación; pago de la multa. Planteo de inconstitucionalidad del artículo 76 bis del Código 
Penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación e inconstitucionalidad inter-
puestos a fs. 37/40. 
DOCTRINA: Para que la prohibición del último párrafo del artículo 76 bis del Código Penal sea superada, 
resulta necesario que el fin de prevención especial perseguido por la ley sea cumplido mediante el ofrecimien-
to personal y voluntario del imputado de auto inhabilitarse. 
      No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba si el imputado no ofrece auto inhabilitarse 
y además, al momento de la presentación ésta padecía de distintos defectos formales que obstaban a la conce-
sión ya que el delito del artículo 94 del Código Penal se encuentra conminado con pena conjunta de multa y 
era condición, entonces, el manifestar la expresa conformidad a ello mediante el concreto ofrecimiento de su 
pago. 
            Debe desestimarse el planteo de inconstitucionalidad del artículo 76 bis del Código Penal que efectúa 
la defensa, si en el caso no se evidencia que la interpretación de los alcances de la norma y la consecuente 
aplicación que efectuara el tribunal, haya infringido alguna norma constitucional o provocado de manera 
arbitraria la mengua de algún derecho de raigambre constitucional del acusado. 
            La declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada 
de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, e importa un acto de suma gravedad 
que debe ser considerado como la última "ratio" del orden jurídico; requiere inexcusablemente la demostra-
ción del agravio en el caso concreto y sólo cabe acudir a ella cuando no existe otro modo de salvaguardar 
algún derecho o garantía amparados por la Constitución Nacional. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, 
Kauffman y Granata) 
            No procede la suspensión del juicio a prueba en casos de delitos reprimidos con pena de inhabilita-
ción, en virtud de la prohibición expresamente dispuesta en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Códi-
go Penal. (Del voto de los Dres. Díaz y Posadas) 
             No resulta razonable ni se compadece con el propio régimen establecido por el artículo 76 bis a su 
respecto, que los delitos sancionados con pena privativa de libertad resulten excluidos del beneficio de la 
suspensión del juicio a prueba debido a que tienen también prevista una pena de menor gravedad como la 
inhabilitación. 
          Debe concederse la suspensión del juicio a prueba en los delitos penados con inhabilitación, pues ella 
resulta procedente siempre que se presenten, en cada supuesto concreto, las razones de política criminal to-
madas en consideración para implementarla. 
          El principio de legalidad exige priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto 
legal, en consonancia con el principio político criminal que caracteriza al derecho penal como última "ratio" 
del ordenamiento jurídico y con el principio "pro homine" que impone privilegiar la interpretación legal que 
más derechos acuerde al ser humano, por lo que el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el 
artículo 76 bis a los delitos que tienen prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los 
tres años se funda en una exégesis irrazonable de la norma que no armoniza con los principios enumerados. 
(Del voto del Dr. Cornejo)        
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman, Posadas –Jueces de Corte-, Enrique Carmelo 
Granata –Juez de Cámara llamado a integrar-.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C PUENTES, 
ROBERTO RUFINO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA – RE-
CURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 35.529/12) 
(Tomo 183: 735/754 – 20/noviembre/2013) 
 
RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD. Delitos de hurto calificado por escala-
miento en grado de tentativa y robo simple en concurso real; valoración de la prueba, sana crítica; certeza 
para condenar. Individualización de la pena, condena de ejecución condicional, reglas de conducta. Inadmi-
sibilidad formal por inadecuada fundamentación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisibles los recursos de casación e inconstitu-
cionalidad interpuestos a fs. 1008/1013 vta. II. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 
1017/1025 vta.  
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisibles los recursos de casación e inconstitucionalidad 
interpuestos por la defensa del coimputado si no reúnen los recaudos de orden formal a los que la ley supedita 
su admisibilidad, pues no cumplen adecuadamente la carga procesal de fundamentación, toda vez que el escri-
to sólo contiene algunas referencias dogmáticas y generales relativas a los recursos intentados, pero en ningu-
no de sus capítulos se indican los motivos del caso traído a consideración que se pretende sean examinados 
por el Tribunal de casación.  

Es plenamente válida la condena del coimputado por los delitos de hurto calificado por escalamiento 
en grado de tentativa y robo simple en concurso real, si el razonamiento lógico del tribunal de juicio y su 
correspondiente conclusión condenatoria, no presentan defectos y resultan ajustados a las reglas que gobier-



nan la formación de convicción, en cuyo contexto los aspectos relevantes del plexo probatorio han sido co-
rrectamente relacionados para determinar la autoría del hecho, sus circunstancias y la calificación legal.  
 La certeza exigida para condenar al acusado por el delito de hurto calificado, surge ante su detención 
practicada momentos después del hecho -mientras emprendía su fuga-, lo que encuentra correlato en otros 
elementos de convicción como son el secuestro de la bicicleta sustraída, que fuera arrojada durante la perse-
cución, los testimonios del personal policial que efectuó la aprehensión y del damnificado del delito, la ins-
pección ocular y el croquis que dan cuenta que el único acceso a la vivienda donde se perpetró el hecho lo es 
mediante escalamiento.  
 Es plenamente válida la condena del coimputado por el delito de robo simple, si las deposiciones del 
menor víctima han sido objeto de detenido examen en la sentencia y la credibilidad asignada a sus dichos 
incriminantes encuentra fundamental sustento en apreciaciones del tribunal de juicio que guardan conformi-
dad con los beneficios de la inmediación sobre los que el Tribunal de casación no puede avanzar, en tanto no 
se advierta que ese razonamiento resulte arbitrario o viole las reglas de la lógica y la experiencia común.  
           El principio de libertad probatoria permite que la solidez de un testimonio pueda por sí dar sustento a 
un pronunciamiento condenatorio o servir de base a la demostración en grado de certeza sobre un determina-
do extremo del hecho. 
           De existir declaraciones contradictorias, nada obsta a tomar por cierta una de ellas, siempre que tal 
conclusión sea precedida de una debida valoración, conglobada con las restantes constancias de la causa.  
 Es justa la pena de principio de libertad probatoria impuesta al coimputado, si responde a circunstan-
cias que han sido concretamente ponderadas por el tribunal de juicio, se ajusta a los parámetros establecidos 
en los artículos 40 y 41 del Código Penal y los factores atenuantes que menciona la defensa fueron conside-
rados y fundados al otorgar el beneficio de la condena de ejecución condicional.  
 Los agravios dirigidos contra la imposición de reglas de conducta carecen de asidero jurídico, en 
cuanto éstas funcionan como sustituto de pena justamente a favor del acusado y, además, resulta ineludible 
para el tribunal que dicta una pena de cumplimiento condicional la imposición de todas o alguna de las esta-
blecidas en el artículo 27 bis del Código Penal y es de su exclusivo resorte determinar aquéllas que considera 
adecuadas para el caso concreto que, por ello, se encuentran exentas del control casatorio, salvo arbitrariedad 
demostrada por parte de quien recurre. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz y 
Ferraris) 
             Corresponde declarar formalmente inadmisibles los recursos de casación e inconstitucionalidad inter-
puestos por la defensa del coimputado, si no indican los motivos fácticos y circunstanciales de la causa que lo 
agravian, sino que simplemente hace alusión a que la sentencia que recurre resulta arbitraria, con expresas 
indicaciones de conceptos meramente procesales.  
 Es plenamente válida la condena del coimputado por los delitos de hurto calificado por escalamiento 
en grado de tentativa y robo simple en concurso real, si el tribunal de juicio consideró que el primero de los 
delitos ha sido consumado toda vez que personal policial, tras haber sido advertido por los damnificados des-
de la terraza del domicilio al que habría ingresado el acusado, procedieron a acercarse hasta el lugar geográfi-
co indicado por la víctima, donde al visualizar a una persona con un bulto, le dieron la voz de alto, la que lo 
arrojó y emprendió su fuga, pero con el desacierto de ser luego detenido y llevado hasta donde se encontraba 
el bulto que había arrojado, el que se trataba de una bicicleta para niño que luego fue reconocida por la vícti-
ma como de su propiedad.  
 Se debe considerar acreditada la participación del acusado como coautor respecto a la atribución del 
delito de robo simple de un celular junto al otro imputado, si el tribunal de juicio ponderó como cierta la ver-
sión del menor en sede de instrucción y la fiel incriminación por parte de su compañero. 
         Toda sentencia debe hallar correspondencia en las pruebas producidas y sobre las que el juez tuvo 
oportunidad de apreciarlas para su valoración, en virtud del principio de inmediación.  
 Es justa a pena impuesta al coimputado, si se encuentra debidamente fundada por el tribunal senten-
ciante de acuerdo a las pautas de los artículos 40 y 41 del Código Penal. 
 La condenación condicional implica que la pena es impuesta pero que se deja en suspenso mientras 
el condenado cumpla con la condición que se le ha impuesto, y las reglas de conducta establecidas por el art. 
27 del C.P. no son facultad del Juez sino un deber. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris   DOCTRINA: Dra. Galli 
 

RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia, ausencia de una crítica concreta y detalla-
da de los fundamentos dados en casación; doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal deducido a fs. 321/326. 
DOCTRINA: Deviene improcedente el recurso extraordinario que no contiene una crítica detallada de la 
sentencia impugnada y donde no se rebaten todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el tribunal 
para arribar a las conclusiones que agravian a la apelante, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpre-
tativo distinto al seguido en la sentencia  dictada en casación. 
      En tanto vía impugnaticia especial, el recurso extraordinario está dirigido a un objetivo concreto y 
restringido: reparar agravios constitucionales; por tal motivo, la existencia de una cuestión federal o constitu-
cional configura la base misma del recurso. 



 La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren 
tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se 
sustenta la sentencia o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronun-
ciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalana  DOCTRINA: Dra. Galli 
CAUSA: “C/C BRAVO, MARCELO EZEQUIEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 35.456/12) (Tomo 183: 759/768 – 20/noviembre/2013) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia, cuestiones de hecho y de derecho procesal; 
suspensión del juicio a prueba; doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 141/150 vta.  
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal si la afectación de derechos constitucionales 
que invoca el impugnante se relaciona con cuestiones de hecho y de derecho procesal que se relacionan con 
los recaudos que hacen a la procedencia del beneficio de la suspensión del juicio a prueba, aspectos cuyo 
conocimiento y decisión constituye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la 
órbita del recurso previsto en el art. 14 de la Ley 48.  

La doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional y no resulta apta para corregir fallos equi-
vocados, o que el recurrente estime tales según su criterio, sino que atiende sólo a supuestos de gravedad 
extrema en los que se verifique un apartamiento palmario de la solución prevista en la ley o una absoluta 
carencia de fundamentación. Luego, no cubre las discrepancias del recurrente a los planteos no federales pro-
puestos, cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa. (Del voto de los Dres. Vittar, Cata-
lano, Díaz, Ferraris, Kauffman y Posadas)  
 Es procedente el recurso extraordinario federal, si se han expuesto fundamentos suficientes donde el 
impugnante sostuvo que la decisión impugnada adolece de vicios de ilegalidad y de arbitrariedad por funda-
mentación aparente, toda vez que se ha rechazado el pedido de suspensión del juicio a prueba por considerar-
se que la auto-inhabilitación resulta un requisito “sine qua non” para la procedencia del beneficio, cuando de 
la letra de la ley no surge tal exigencia, vulnerándose, de esa manera, los derechos constitucionales de defensa 
en juicio y debido proceso legal, y los principios “pro homine” y de inocencia.  
       La Corte Suprema de Justicia de la Nación incorporó al catálogo de sentencias arbitrarias a aquéllas 
que, aún cuando resuelven cuestiones de derecho común, en principio ajenas al recurso extraordinario, efect-
úan una equivocada interpretación del texto legal aplicable; cuando en la interpretación se ha frustrado el 
objetivo perseguido por el precepto, y cuando, mediante una exégesis inadecuada, se desvirtúa la norma en 
cuestión, decidiéndose en contra o con prescindencia de sus términos. (Del voto del  Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C SIVILA SEGOVIA, ZACARÍAS AUSBERTO – RECURSO DE CASA-
CIÓN” (Expte. Nº CJS 35.052/11) (Tomo 183: 563/572 – 18/noviembre/2013)  
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia, cuestiones de hecho, prueba y aplicación 
del derecho procesal; doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 229/236.  
DOCTRINA: Deviene improcedente el recurso extraordinario que no contiene una crítica detallada de la 
sentencia impugnada y donde no se rebaten todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya el tribunal 
para arribar a las conclusiones que agravian al apelante, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpreta-
tivo distinto al seguido en la resolución, ni reiterar argumentos vertidos en etapas anteriores del proceso, sobre 
cuestiones ya resueltas con suficiente fundamentación de derecho. 
      En tanto vía impugnaticia especial, el recurso extraordinario está dirigido a un objetivo concreto y 
restringido, que es reparar agravios constitucionales; por tal motivo, la existencia de una cuestión federal o 
constitucional configura la base misma del recurso. 
 Es improcedente el recurso extraordinario federal, si la afectación de los derechos constitucionales 
que invoca el impugnante se relaciona con cuestiones de hecho, prueba y aplicación del derecho procesal, 
aspectos sobre los cuales el más Alto Tribunal Nacional tiene resuelto que su conocimiento y decisión consti-
tuye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso del art. 14 de 
la Ley 48.  

La arbitrariedad reviste carácter excepcional, y no resulta apta para corregir sentencias que el recu-
rrente estime equivocadas, sino que atiende sólo a supuestos de gravedad extrema en los que se verifique un 
apartamiento palmario de la solución prevista en la ley o una absoluta carencia de fundamentación. (Del voto 
de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris y Kauffman) 
   
        Hallándose cuestionado el alcance de una garantía de jerarquía de derecho internacional, como es la 
de recurrir la sentencia condenatoria, su tratamiento es pertinente mediante el recurso extraordinario, pues la 
omisión en su consideración puede comprometer la responsabilidad del Estado frente al orden jurídico supra-
nacional.  
 Existe cuestión federal suficiente, en los términos del artículo 14 de la Ley 48, si se controvierte con 
la interpretación del voto mayoritario el principio de raigambre constitucional "in dubio pro reo", que exige 



que se haya alcanzado la certeza acerca de la culpabilidad del acusado para condenar, caso contrario, ante un 
mínimo estado de probabilidad se debe absolver. (Del voto del Dr. Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C ALBORNOZ, SIXTO; ROMERO, MARCOS; OROSCO, JORGE RI-
CARDO; BENÍTEZ, RAFAEL; BEITE, MARCOS FERNANDO; QUISPE, VANESA; 
IRAHOLA, ERNESTO; ASENCIO, ADELA SUSANA; ESCALANTE, ELVA MELISA; 
ESCALANTE, JUDHIT BETSABE; GARCÍA WALTER EMILIO Y VEISAGA, IRMA – 
PIEZAS PERTENECIENTES – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte Nº CJS 33.857/10) 
(Tomo 183: 677/688 – 20/noviembre/2013) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Presentación jurídicamente inexistente, falta de firma de la 
parte. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR jurídicamente inexistente la presentación de fs. 115/121. 
DOCTRINA: Corresponde declarar jurídicamente inexistente la presentación que carece de firma de los que-
rellados, pues reviste una gravedad de tal índole que trae como resultado privar de todo efecto procesal a 
dicha pieza, e importa que carezca de toda posibilidad de exteriorizar la voluntad de la parte, toda vez que 
constituye un requisito esencial de todo escrito judicial la firma de su presentante, insusceptible de ser suplido 
por la mera actuación del letrado que no lo ha invocado en tiempo y forma, ni acreditado cómo asiste al recu-
rrente, ni razones de urgencia que hagan aplicable lo dispuesto por el artículo 48 del Código Procesal Civil y 
Comercial de la Nación. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffnan, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “QUERELLA POR INJURIAS  CONTRA RODRÍGUEZ, PEDRO PASCUAL; 
YAPURA, GLORIA DEL VALLE Y MORALES, MABEL DEL HUERTO PRESENTA-
DA POR EDUARDO ABEL RAMOS – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
35.803/12)(Tomo 183: 689/694 – 20/noviembre/2013) 
 
 
 
 
 
 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 


